
1 
 

   UNIVERSIDAD PERUANA DE LAS AMÉRICAS 

 

 

 

 

 

 

 

 

ESCUELA DE DERECHO 

 

RESUMEN DE EXPEDIENTE CONSTITUCIONAL 

Acción de Amparo 

PARA OPTAR EL TÍTULO DE ABOGADO 

Autor: 

Bachiller Santos Salomón Ismael Sánchez Portilla 

LÍNEA DE INVESTIGACIÓN: DERECHO 

CONSTITUCIONAL 

LIMA, PERU 

Mayo, 2018 

 



2 
 

 

 

 

 

AGRADECIMIENTOS 

 

A Sofía, mi esposa querida, mis dos  adorados  hijos, Fabián y Matías, el 

apoyo de mis hermanos Fabián y Beto, mis tías Carmela y Chusa, así como 

mi papá y desde el cielo seguramente mi mamá  compartirá esta felicidad 

por culminar mi carrera de Derecho, a mis compañeros de estudio, 

profesores y a la Universidad que me dio la oportunidad de alcanzar un 

anhelo. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



3 
 

RESUMEN 

 

El presente análisis de expediente constitucional versa sobre 

demanda de Acción de Amparo interpuesta contra el Ministerio 

Interior, por Mariabel Alina CARRANZA RODRIGUEZ, Especialista 

de Segunda Auxiliar de enfermería de la PNP, a fin de que 

jurisdiccionalmente se declare inaplicable la Resolución Regional 

N°502-96-VII.RPNP/R1-OR, que dispuso su pase a la situación de 

disponibilidad por medida disciplinaria y contra la Resolución 

Ministerial N°914-97-IN/PNP, que confirma la resolución anterior, 

la misma que viola sus derechos constitucionales y solicita se 

reponga al estado anterior a la violación de conformidad con la 

Ley 23506, Ley de Habeas Corpus y Amparo. 

El Primer Juzgado Corporativo Transitorio Especializado en 

Derecho Público declaro improcedente la demanda por 

considerar que la sanción administrativa impuesta fue expedida 

por autoridad competente en ejercicio de las atribuciones que le 

confiere la ley; la Sala Civil confirma la apelada, por considerar que 

el amparo, por su naturaleza sumaria y residual, no puede ser 

concebida como una instancia revisora de decisiones 

administrativas, elevado los actuados, el Tribunal Constitucional 

falla declarando fundada la acción de amparo. 

Palabra clave: Acción de amparo, derecho constitucional, Sanción 

administrativa, medida disciplinaria.   
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ABSTRACT 

 

The present analysis of the constitutional file concerns the action 

of Amparo filed against the Interior Ministry, by Mariabel Alina 

CARRANZA RODRIGUEZ, Specialist of Second Nurse Assistant of 

the PNP, so that jurisdictionally it is declared inapplicable the 

Regional Resolution N ° 502- 96-VII.RPNP / R1-OR, which decided 

to proceed to the situation of availability by disciplinary measure 

and against Ministerial Resolution No. 914-97-IN / PNP, which 

confirms the previous resolution, which violates their 

constitutional rights and requests to be restored to the state prior 

to the violation in accordance with Law 23506, Law of Habeas 

Corpus and Amparo. 

The First Transitory Corporate Court Specialized in Public Law 

declared the claim inadmissible because it considered that the 

administrative sanction imposed was issued by the competent 

authority in the exercise of the attributions conferred by law; the 

Civil Chamber confirms the appealed, considering that the 

amparo, due to its summary and residual nature, can not be 

conceived as a reviewing body of administrative decisions, 

elevated the actions, the Constitutional Court fails to declare the 

amparo action founded. 

Keyword: Amparo action, constitutional law, administrative 

sanction, disciplinary measure. 
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I.- SINTESIS DE LA DEMANDA 

1.1.-PETITORIO DE LA DEMANDA 

         

 El 23 de agosto de 1999, Mariabel Alina Carranza Rodríguez, Especialista de 

segunda auxiliar de enfermería de sanidad de la PNP, en condición de 

disponibilidad, presenta demanda de acción de amparo contra el Mininter, 

a efectos que el 1.er JCTEDP-CSJL., declare Inaplicable la R. R. número 

quinientos dos – noventa y seis – VIIR – PNP – EM – RI – OR, del 26/OCT/ 

1996 que dispuso su pase a la condición de disponibilidad, así como la R.M. 

número cero novecientos catorce – noventa y siete – IN/PNP, del 23 de 

octubre de 1997, mediante la cual se confirma la primera de las nombradas, 

solicitando se declare fundada su demanda por haberse violado las 

garantías de un debido proceso y la presunción de inocencia1, ordenándose 

su restitución y el abono de su paga y demás beneficios que ha dejado de 

recibir desde su injusto despido ocurrido el 26 de octubre de 1996.   

 

1.2.-  FUNDAMENTOS DE HECHO 

            La demanda se basa en  los siguientes fundamentos de  hecho:  

a. Que, el  09 de setiembre de 1996, la Especialista de segunda                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                      

auxiliar de enfermería SPNP, Mariabel Alina Carranza 

Rodríguez, sale del policlínico Vipol Callao a efectuar diferentes 

comisiones de servicio por orden y en compañía del SOT2 

auxiliar de enfermería SPNP Juan Emeterio Ari Mendoza. 
b. Dicha comisión no se realizó ya que Juan Emeterio Ari 

Mendoza, en su condición de  jefe inmediato superior, le dio 

una contra orden en el sentido que la comisión de servicio 

podría hacerla otro día. Luego la invita a almorzar y después de 

suministrarle  un somnífero en la bebida que tomaba, abusó 

sexualmente de ella.    

____________ 

1   Ver, expediente N°4080-2004-AC/TC. Ica. De fecha 28/01/2005. CASO: Mario Fernando Ramos Hostia.  

 



8 
 

c. Es  por ello que el día 10 de setiembre de 1996, sentó una 

denuncia verbal ante  la Primera Fiscalía Penal Provincial de 

Lima, quien ordenó los exámenes médico legal 

correspondiente y motivó la apertura de instrucción 

correspondiente contra Juan Emeterio Ari Mendoza, el mismo 

que se encuentra con orden de captura y mandato de 

detención. 

 

d. Que, por estos hechos y  mediante R. R. N°502-96-VIIR-

PNP/EM-R1-OR del  26/ octubre / 1996, Mariabel Alina 

Carranza Rodríguez,  paso a  disponibilidad por medida 

disciplinaria y se instruyó juicio en el fuero militar-policial  por 

presunto delito de función (Decoro y otros),   que fue derivado 

al 4. ° JIIZJPNP  y posteriormente elevada al Superior Tribunal.  

 

e. Que, en ambas instancias fue absuelta de todos los cargos 

imputados, pese a ello cuando interpuso su recurso de 

apelación contra la R. R. N°502-96-VIIR-PNP/EM-R1-OR, ésta 

fue confirmada por la R.M. N°0914-97-IN/PNP, del  23 / 

octubre / 1997, notificada el 25 / junio / 1999. 

 

f. Motivo por el cual el 23/ agosto / 1999, presenta demanda de 

Acción de Amparo para que judicialmente se declare 

inaplicable  la R.R. N°502-96-VIIR-PNP/EM-R1-OR y la R.M. 

N°0914-97-IN/PNP, y por tanto se disponga su restitución a la 

condición de actividad, el abono de su paga y demás beneficios 

dejados de recibir, por haberse violado las garantías de un 

debido proceso, la presunción de inocencia, derecho de 

defensa2 y la estabilidad de trabajo. 

      _____________ 

2  Ver, expediente N°4080-2004-AC/TC. Ica. De fecha 28/01/2005. CASO: Mario Fernando Ramos Hostia. 

1.3.-FUNDAMENTACION JURÍDICA 
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 La demanda se fundamenta en el ordenamiento jurídico siguiente: 

 Constitución Política del Perú: 

Artículo 2, inciso 2 y 3; Artículo 27; Artículo 40 y 139 incisos 3 y 14. 

 Código Procesal Civil: 

Artículos I del Título Preliminar 

 Ley 23506, modificada por ley 25398, Ley de Habeas Corpus y 

Amparo: 

Artículos 1, 2 24, inciso 22 y 26. 

 

                                         1.4.-VÍA PROCEDIMENTAL 

 

 Esta demanda será tramitada a través de la vía de amparo. 

 

 

1.5.-MEDIOS PROBATORIOS 

          

Los medios probatorios presentados con la demanda son los siguientes. 

 

1. Notificación de la R.R. N°502-96-VII.PNP/… del  26 / octubre/1996, 

que dispuso mi pase a la condición de disponibilidad. 

 

2. Recurso de Apelación contra la Resolución Regional presentado el 

02 de diciembre de 1996. 

 

3. Acta de la denuncia verbal presentado el día 10 de setiembre de 

1996, ante la Primera Fiscalía Provincial de Lima de la recurrente. 

 

4. El Examen Toxicológico- Dosaje etílico N°9615/96 de fecha 10 de 

setiembre de 1996 practicado a mi persona. 
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5. Certificado médico N°497-H de fecha 10-09-96 practicado a mi 

persona. 

6. Certificado médico N°508-HCH de fecha 20-09-96 practicado a mi 

persona. 

 

7. Reconocimiento médico legal N°2738-L de fecha 11-09-96 

practicado a la persona de Juan Emeterio Ari  Mendoza. 

 

8. La Inspección Técnica Criminalística practicado en el lugar de los 

hechos el 16 de setiembre de 1996. 

 

9. Orden de hospitalización en el hospital Central de Sanidad de las 

Fuerzas Policiales para mi recuperación. 

 

10.  Resolución del  28 de enero de 1998 donde se revoca la orden  de 

comparecencia  por  detención dispuesto por la Sala Penal 

Superior del Cono Norte de Lima contra Juan Emeterio Ari 

Mendoza. 

 

11.  Copia certificada de la sentencia de fecha 21 de agosto de 1998 

ABSOLVIÉNDOME de todos los cargos imputados por IMPROBADO 

por el 4to. JIP-IIZJ-PNP2S. 

 

12.  Copia certificada de la confirmación de la sentencia del 4to.JIP-

IIZJ-PNP2S emitida por el Superior Tribunal  el 23 de octubre de          

1998 mediante Resolución Superior N°0619-98. 

 

13.  Acta de notificación de Ejecutoria Superior. 

 

14.  Copia del cargo original presentado a la mesa de partes de la 

Dirección de Personal de la PNP de fecha 26 de noviembre de 

1996 donde interpongo recurso de Nulidad contra la Resolución 

Regional N°502-96-VIIR.PNP/EM-R1-OR de fecha 26-10-96 y 

además solicito mi reincorporación al servicio activo de la PNP. 
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15.  Copia del cargo original donde se me da UNA CONSTANCIA DE 

NOTIFICACIÓN personalmente de fecha 08 de junio de 1999 a 

horas 10.50 a.m., por medio de la Sección de Administración de la 

Comisaría PNP de  Monserrat de Lima cercado,  DONDE SE ME 

NOTIFICA respecto  a mi recurso presentado el 26 de noviembre 

de 1998, haciéndome de conocimiento que la Oficina General de 

Asesoría Jurídica del Ministerio del Interior, mediante Dictamen 

N°330-99-IN-0202 del 17 de febrero de 1999, opina que mi pedido 

de Nulidad resulta Inadmisible, por cuanto mi recurso de 

apelación ha sido declarado INFUNDADO mediante R.M. N°0914-

97-IN… del 23/octubre/1997, AGOTÁNDOSE LA VÍA 

ADMINISTRATIVA. 

 

16.  Copia de cargo original presentado en la mesa de partes de la 

Dirección de Personal de la PNP de fecha 15-06-99 a horas 12.00 

pm., donde solicito se me NOTIFIQUE la Resolución Ministerial 

N°0914-97-IN/PNP de fecha 23-10-97. 

 

17.  Copia del cargo original donde se me ha notificado por PRIMERA 

VEZ la Resolución Ministerial N°0914-57-IN/PNP de fecha 23-10-

97, el 25 de junio de 1999, por parte del sr. Picón Ruiz Huidobro, 

Comandante PNP del Departamento de Moral  Disciplina e 

incentivos de la DAPEYEC PNP., la cual se adjunta. 

                               

 

1.6.-ANEXOS 

        

 Los anexos presentados adjunto a la demanda son los siguientes: 

 1. A. Copia de mi CIP N°187739 y la constancia de robo de dicho 

documento expedido por la Comisaría PNP DE Sol de Oro del distrito 

de los Olivos. 

 

 1. B. Notificación de la R.R. N°502-96-VIIR.PNP/… del  26 / octubre/ 

1996, que dispuso mi pase a  disponibilidad. 
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 1. C. Recurso de Apelación contra la Resolución Regional presentado 

el 02 de diciembre de 1996. 

 

 1. D. Acta de Denuncia verbal presentado el día 10 de setiembre de 

1996 ante la Primera Fiscalía Provincial  de Lima, de la recurrente. 

 

 1. E. El examen Toxicológico-Dosaje Etílico N°9615/96 de fecha 10 de 

setiembre de 1996 practicado a mi persona. 

 

 1. F. Certificado Médico N°497-H de fecha 10-09-96 practicado a mi 

persona. 

 

 1. G. Certificado médico N°508-HCH de fecha 20-09-96 practicado a 

mi persona. 

 

 1. H. Reconocimiento médico legal N°2738-L de fecha 11-09-96 

practicado a la persona de Juan Emeterio Ari Mendoza. 

 

 1. I. La Inspección Técnica Criminalística practicado en el lugar de los 

hechos el 16 de setiembre de 1996. 

 

 1. J. Orden de hospitalización en el Hospital central de sanidad de las 

Fuerzas Policiales para mi recuperación. 

 

 1. K. Resolución del 28/ enero/1998, donde se revoca la orden  de 

comparecencia por  detención, dispuesto por  la Sala Superior del 

cono Norte contra Juan Emeterio Ari Mendoza. 

 

 1. L. Copia certificada de la Sentencia del 21/agosto/1998 

ABSOLVIÉNDOME de todos los cargos imputados por IMPROBADO 

por el 4to. JIP-IIZJ-PNP2S. 

 1. LL. Copia certificada de la confirmación de la sentencia del 4to. JIP-

IIZJ-PNP2S emitida por el Superior Tribunal el 23 de octubre de 1998 

mediante Resolución Superior N°0619-98. 

 

 1. M. Acta de notificación de Ejecutoria Superior. 
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 1. N.  Copia del cargo original presentado a la mesa de partes de la 

Dirección de Personal de la PNP, de fecha 26 de noviembre de 1996 

donde interpongo  Recurso de Nulidad contra la  Resolución 

Regional N°502-96-VIIR.PNP/EM-R1-OR de fecha 26-10-96 y además 

solicito mi REINCORPORACIÓN  al servicio activo de la PNP. 

 

 1. Ñ. Copia del cargo original donde se me da una constancia de 

notificación personalmente de fecha 08 de junio de 1999 a horas 

10.50. am., por medio de la sección de Administración de la 

Comisaría PNP de Monserrat de Lima cercado, donde se me notifica 

respecto a mi Recurso presentado el 26 de noviembre de 1998, 

haciéndome de conocimiento que  la Oficina General de Asesoría 

Jurídica del Ministerio del Interior, mediante Dictamen N°330-99-IN-

0202 del 17 de febrero de 1999, opina que mi pedido de nulidad 

resulta inadmisible, por cuanto mi recurso de apelación ha sido 

declarado Infundado mediante R. M. N°0914-97-IN/… del  23/ 

octubre/ 1997, agotándose la vía administrativa. 

 

 1. O. Copia del cargo original presentado en la mesa de partes de la 

Dirección de Personal de la PNP de fecha 15-06-99 a horas 12. Pm., 

donde solicito se me notifique la Resolución Ministerial N°0914-97-

IN/PNP de fecha 23-10-97. 

 

 1. P. Copia del cargo original  donde se me ha notificado por primera 

vez la Resolución Ministerial N°0914-97-IN/PNP de fecha 23-10-97, el 

25 de junio de 1999 por parte del sr. Picón Ruiz Huidobro, 

Comandante PNP del Departamento Moral Disciplina e incentivos de 

la DAPEYEC PNP, la cual se adjunta. 

 

 1. Q. Arancel judicial correspondiente. 

 

 

2.- SÍNTESIS DE LA CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA 

       

                                   2.1.-EXCEPCIONES 
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A. EXCEPCIÓN DE FALTA DE AGOTAMIENTO DE LA VIA 

ADMINISTRATIVA3 

 

La accionante solicita   mediante la vía del Amparo se deje sin efecto la 

R.R. N°502-96-VIIR.PNP/…, del  26/octubre /1996, que dispuso su pase a  

disponibilidad por medida disciplinaria4, así como  la R.M. N°0914-97-

IN/PNP, del 23/octubre/1997, mediante la cual confirma la primera de 

las nombradas. 

Que, la accionante no ha interpuesto dentro del plazo señalado el 

Recurso de Reconsideración, conforme lo prescribe el numeral  97° del 

D.S.  N°02-94-JUS- T.U.O. de la ley de Normas Generales del 

Procedimiento Administrativo que señala: “los recursos impugnativos 

contra las Resoluciones que se expidan son: a) Reconsideración, b) 

Apelación y c) Revisión.” 

 

 3    Inciso 5) del artículo 446° del Código Procesal Civil.-Excepciones proponibles. “El   demandado sólo puede 

       proponer las siguientes excepciones: (…) 5) Falta de agotamiento de la vía administrativa.” 

       4     Inciso 4) del artículo N°28 del D.L.N°  1268.-Clases de Sanciones:(…). 4) Pase a la situación de disponibilidad   

por medida disciplinaria: “Es la separación temporal de la situación de actividad por un periodo de seis (6) 

meses a (2) dos años que impone el Tribunal de Disciplina Policial por la comisión de una infracción Muy 

Grave. Implica además la disminución de tres puntos y cinco décimas (3.5) de la Nota Anual de disciplina de 

la Policía Nacional del Perú.” 

 

 

     

      Al expedirse la R.R N°502-96-VIIR.PNP/…, del  26 /octubre/ 1996, recién con 

fecha 04DIC96, interpone el Recurso de Apelación, cuando había 

transcurrido más de 30 días de haberse expedido la Resolución Regional, es 

por ello que mediante Resolución Ministerial también cuestionada, con 

fecha 23OCT97, se estimó infundado el recurso de apelación. 
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Que, la accionante no ha agotado la Vía Administrativa que permite y señala 

el Art.97 del D.S.N°02-JUS y por consiguiente, la presente acción no reúne 

los requisitos de procedibilidad, por lo que la presente excepción debe ser 

declarada Fundada y por ende improcedente la acción incoada. 

 

 

B. EXCEPCIÓN DE CADUCIDAD5 

 

Que, la Resolución Regional N°502-96-VIIR.PNP/EM-R1-OR, fue expedida el 

26OCT96, esto es, después de haber transcurrido más de dos años  desde 

que se expidiera y estando que el numeral 37° de la Ley N°23506 establece: 

“que el ejercicio de la Acción de Amparo caduca a los 60 días hábiles de 

producida la afectación.” 

La presente excepción debe declararse fundada y por ende improcedente 

la acción incoada por estar arreglada a ley. 

     

 

 

      

       5  Inciso 11) del artículo 446° del Código Procesal Civil.-Excepciones proponibles. “El   demandado sólo puede 

proponer las siguientes excepciones: (…) 11) Caducidad. 

 

 

 

 

 

2.2.-PETITORIO DE LA CONTESTACION DE LA DEMANDA 

                

El 23/setiembre/1999, el Coronel CJ-PNP, Procurador Público del Ministerio 

del Interior, contestó la demanda sobre acción de Amparo6, Negándolo y 

Contradiciéndola en todos sus partes, solicitando que la demanda sea 
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declarada improcedente; deduce la excepción de Caducidad y Falta de 

agotamiento de la vía administrativa. 7 

2.3-FUNDAMENTOS DE HECHO 

 

Los hechos en que se funda la contestación de la demanda son: 

C. Que, en aplicación de las leyes y reglamentos que rigen a la PNP 

la accionante ha incurrido en hechos graves que atentan la moral, 

prestigio e imagen institucional, por la presunta Comisión del 

delito de Abandono de Servicio, Desobediencia y Faltas contra el 

Espíritu Militar. 

 

D. La accionante reconoce y acepta que fue sujeto a un proceso 

administrativo disciplinario, seguido de los partes N°269-96-

SRG/OCI, de fecha 14SET96 y 312-DSO-SIDF, de fecha 15SET96, 

donde se llegó a establecer que tanto la accionante y el 

SOT2Ax.Enf.SPNP Juan Emeterio Ari Mendoza, han incurrido en 

graves faltas contra la Moral Policial y contra la Disciplina, que 

afectan seriamente el Honor, Decoro, Disciplina y el Prestigio 

institucional, y de igual forma se acredito que la accionante había 

cometido el Delito de Abandono de Servicio, Desobediencia y 

Faltas contra el Espíritu Militar. 

  ______________ 

6   La ley 23506, Ley de Habeas Corpus y Amparo fue publicado el 8 de diciembre de 1982. 

7   Inciso 11) y 5) del numeral 446° del C.P.C. 

 

 

 

 

 

E. Las Resoluciones cuestionadas por la accionante, han sido 

emitidas al amparo de la carta magna, las Leyes y Reglamento PNP 

y al no estar incursas en ninguna de las causales de nulidad 
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señaladas en el numeral 43° del DS.N°02-94-JUS8, tienen plena 

eficacia. 

 

 

F. Que, la PNP no ha violado ni amenazado derecho o garantía 

constitucional de la accionante y por lo tanto la presente acción 

debe declararse Improcedente y de no ser así, Infundada; 

asimismo su pedido de reincorporación con pago de sus 

remuneraciones y demás beneficios resultan inamparables. 

 

 

   2.4.-FUNDAMENTACIÓN JURÍDICA 

 

La fundamentación jurídica de la contestación de la demanda se basó en 

las siguientes normas: 

 

 Constitución Política del Perú: 

 

 

Artículo 47° conforme con el numeral 1, 2 y 14 del D.L. N°17537 

Ley de Defensa del Estado en juicio. 

 

 

 

 8    T.U.O.  Ley de Normas Generales de Procedimientos administrativos D. S.002-94-jus. Disposición        

complementaria adicionada mediante Ley N°26594, publicada el 20 / abril / 1996 en  “el Peruano”. 

                 

 Artículo 168° 

 Código Procesal Civil: 
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a) Inciso 5 y 11 del artículo 446°, conforme con el numeral 

13°, segunda parte de la Ley N°25398 Ley que 

complementa las Disposiciones de la Ley N°23506 en 

materia de Habeas Corpus y de Amparo. 

 

b) Numeral 27° de la Ley N°23506 LHCA. 

 

c) Numeral 23° de la Ley N°25398 Ley que complementa 

las Disposiciones de la Ley N°23506 en materia de 

Habeas Corpus y de Amparo. 

 

d) Numeral 97° del D. S. N°02-94-JUS T.U.O. Ley de Normas 

Generales de Procedimientos Administrativos señala: 

“los recursos impugnativos contra las Resoluciones que 

se expidan son: a) Reconsideración, b) Apelación y c) 

Revisión.” 

 

e) Artículo 40 del D. L. N°745 Ley de Situación Policial de la 

PNP. 

 

2.5.- MEDIOS PROBATORIOS 

 

 Los medios probatorios presentados por el demandado son los    siguientes: 

1. En parte de prueba ofrece  la propia demanda del actor 

y sus anexos que demuestran que no ha agotado la vía 

previa. 

 

2. En parte de prueba ofrece el mérito de la Resolución 

Regional impugnada de fecha 26OCT96, que obra en 

autos.     
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3.-FOTOCOPIA DE LOS RECAUDOS Y PRINCIPALES MEDIOS          

PROBATORIOS 

 

3.1. DEL DEMANDANTE 

         3.1.1 COPIA DE LA DEMANDA  

                   (Foja 79 a 88) 

         3.1.2 COPIA DE LOS MEDIOS PROBATORIOS (Principales) 

                   (Foja 47 a 69) 

3.2. DEL DEMANDADO 

       

         3.2.1 COPIA DE LA CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA     

 (Foja 89 a 97) 

         3.2.2 COPIA DE LOS MEDIOS PROBATORIOS (Principales) 

 

4.- SÍNTESIS DEL AUTO DE APERSONAMIENTO 

 

Puesto a despacho el escrito de  contestación de la demanda, el 1.er 

JCTEDPL, con Resolución N° Dos, del 15 de setiembre de 1999, dio por 

apersonado al Procurador Público del Ministerio del Interior y deducida las 

excepciones de Caducidad y  Falta de Agotamiento de la Vía Administrativa 
9. 

 

  ____________________ 

                9    Inciso 11) y 5) del artículo 446° del Código Procesal Civil. 

                   

 

 

5.- SÍNTESIS DE LA SENTENCIA DADA POR EL 1.er JCTEDP-CSJL. 
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El 1.er JCTEDP-CSJL., emite la Resolución N° Seis, de fecha 29 de octubre de 

1999. 

Exposición del Caso 

Que, doña Mariabel Alina Carranza Rodríguez,  presenta demanda de 

Acción de Amparo contra el Ministerio del Interior, para que se declare 

inaplicable la R.R. número quinientos dos – noventa y seis – VIIR – PNP/…,  

del  26/octubre/1996, que dispuso su cambio a la condición de 

disponibilidad, así como la R. M. N°0914-97 cero novecientos catorce–

IN/PNP, del 23/ octubre /1997, mediante la cual se confirma la primera de 

las nombradas, solicitando se declare fundada su demanda por haberse 

violado las garantías de un debido proceso y la presunción de inocencia10, 

ordenándose su reincorporación, el abono de su paga  y demás beneficios 

sociales que ha dejado de recibir desde su injusto despido ocurrido el 27 de 

octubre de 1996 hasta el momento de su incorporación. 

El abogado del Estado, encargado de los asuntos de la PNP, absuelve el 

traslado, solicita que la demanda sea declarada improcedente, presenta 

como medio de defensa  las excepciones de caducidad y  falta de 

agotamiento de la vía administrativa11 y contradice la demanda negándola 

y contradiciéndola en todos sus extremos12. 

 

___________________________ 

10      Ver, expediente N°4080-2004-AC/TC. Ica. De fecha 28/01/2005. CASO: Mario Fernando Ramos Hostia. 

11      Inciso 11) y 5) del  numeral  446° del CPC. 

12      Artículo 442 del CPC. 

 

 

 

Indica que en aplicación de las Leyes y Reglamentos  que rigen a la PNP13, la 

accionante fue sometida a un proceso administrativo disciplinario y 

cambiada a la condición de disponibilidad por sanción disciplinaria con R. R. 
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N° quinientos dos – noventa y seis – VIIR – PNP/EM – RI – OR, del 26 

/octubre /1996. 

 

CONSIDERANDO: 

 

PRIMERO: Esta Judicatura advierte que la demandante agotó la vía previa 

exigida en el numeral veintisiete de la Ley  veintitrés mil quinientos seis, 

pues contra la RD.N°502-96-VIIR-PNP/EM-RI-OR, de fecha 26 de octubre de 

1996, presento recurso de apelación que fue declarado infundado 

mediante RM N°0914-97-IN/PNP, de fecha 23 de octubre de 1997, 

deviniendo en desestimable la excepción deducida. 

 

SEGUNDO: Que, tampoco adolece la demanda de Caducidad, ya que la 

demandante fue notificada con la Resolución que pone término a la vía 

administrativa el 25 de junio de 1999 hasta el 23 de agosto del presente año 

que interpuso su demanda no han transcurrido los 60 días hábiles que 

señala el numeral treinta y siete  de la Ley 23506, debiendo también 

declararse la improcedencia de este medio de defensa. 

TERCERO: Sobre el fondo del asunto se determina que la sanción 

administrativa impuesta a la accionante ha sido aplicada en virtud a la 

potestad sancionadora de la administración y sujeta al procedimiento legal 

establecido, por tanto la actuación administrativa no puede ser calificada 

de injusta y/o ilegal.  

 

______________ 

13     Numeral 168° de la Carta Magna del Perú. 

 

 

 

CUARTO: Posteriormente, según la accionante, el fuero privativo militar 

policial la exculpa de los cargos imputados y por ende debe ser 

reincorporada a la PNP con el reconocimiento de los derechos que invoca, 
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sin embargo la vía constitucional no es la apropiada para alcanzar el 

derecho que invoca , pues implica analizar la causal de su cambio de 

situación policial dentro de un proceso que por su naturaleza excepcional y 

sumarísima, carece de estación probatoria14, debiendo la actora acudir a la 

vía ordinaria correspondiente. 

 El A quo falla declarando infundada las excepciones deducidas e 

improcedente la demanda.       

 

 

6.-    RECURSO DE APELACIÓN 

 

 

En el plazo señalado por ley la parte demandante, mediante escrito  del 01 

de diciembre de 1999, interpone Recurso de Apelación sustentando la 

naturaleza del agravio  en razón que si bien es cierto que las Resoluciones 

cuestionadas han sido dictadas por una autoridad competente también es 

verdad que se han expedido violándose la garantía constitucional a un - 

debido proceso, la presunción de inocencia, derecho de defensa15 y la 

estabilidad de trabajo - contemplados en los artículos 2° inciso 2) y 3); 

artículo 40 y 139 inciso 13) y 14) de la Ley Fundamental y los alcances de la 

Ley 23506. 

 

 

 

 

 
 14  Artículo 13° de la Ley N°25398 Ley que complementa las disposiciones de la Ley  veintitrés mil quinientos seis en 

materia de Habeas Corpus y Amparo. 

15    Ver, expediente N°4080-2004-AC/TC. Ica. De fecha 28/01/2005. CASO: Mario Fernando Ramos Hostia. 

 

 

 

  

Mediante Resolución N°7, del 9 / diciembre /1999, atendiendo  que el 

medio impugnatorio reúne las condiciones que prevé el numeral 366° y 
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371° del CPC. Y al amparo del numeral 33° de la Ley N° 23506, se concede 

con efecto suspensivo la apelación interpuesta. 

Los autos son elevados a la SCTEDPL., mediante oficio del 10 de enero de 

2000. 

 

7.- TRÁMITE DEL RECURSO DE APELACIÓN 

 

Con Res. N° 1 del 25 /enero / 2000, la  SCTEDPL., y en atención al artículo 

34° de la Ley N°23506, dispone que las partes, dentro del plazo de ley, 

expresen agravios; que se remita los autos al Ministerio Público para los 

efectos del dictamen correspondiente. 

Mediante escrito del 14 de febrero del 2000, el Procurador Público del 

Ministerio del Interior a cargo de los asuntos relativos a la PNP, expresa 

agravios, señalando que el recurso de apelación carece de sustento y que 

las resoluciones cuestionadas por la accionante han sido dictadas de 

conformidad con la Carta Magna  del Perú, las Leyes y Reglamentos PNP y 

al no estar incursas en ninguna de las causales de nulidad señaladas en el 

numeral 43° del DS N°02-94-JUS, tienen plena eficacia y por ende la 

presente acción debe declararse Improcedente y de no ser así, Infundada. 

 

La Segunda Fiscalía Superior Civil de Lima, mediante Dictamen del 2 de 

mayo del 2000, opina sobre el fondo del asunto: 

 

1.-Que, el 09 de setiembre de 1996, la demandante salió en acción de 

servicios al mando del SOT2.Ax.ENF.SPNP Juan Emeterio Ari Mendoza, 

quien tras suministrarle un somnífero, abusó sexualmente de ella, que 

motivó una denuncia y proceso penal, encontrándose actualmente el 

imputado con orden de captura. 

2.-La demandante  acredita haber sido absuelta de la acusación por delito 

de Desobediencia y  otros; proceso tramitado en el fuero militar policial, 

                            3.- El incumplimiento de los deberes de función de la accionante se dio por 

causas ajenas a su voluntad tal y como se desprende de la denuncia e 

instrumentales que corren en el expediente. 

                            4.-Que, por estos fundamentos la Sala se servirá revocar la sentencia 

apelada, cambiándola se declare  fundada la demanda y se confirme los 
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demás extremos de la demanda; en lo que respecta a las excepciones 

deducidas estas resultan infundadas.   

 

8.-SENTENCIA DE LA SCTEDPL. 

 

La Sala Civil, mediante Resolución N°185-2000, del 4 de julio del 2000, 

confirmó la sentencia apelada del 29 de octubre de 1999, por considerar 

que el Amparo por su naturaleza sumaria y residual y aunado que la actora 

pretende se revise el resultado de trámites administrativos, sin demostrar 

existencia de afectación de garantías, que en  el caso corresponde a un 

debido proceso; aspecto que en todo caso corresponde ser debatido en vía 

y sede diferentes. 

 

Confirmaron la sentencia, su fecha 29 de octubre de 1999, por la que 

desestimando por Infundadas las excepciones deducidas; declara 

Improcedente la demanda de Amparo constitucional. 

 

 

9.- RECURSO EXTRAORDINARIO 

 

Dentro del plazo establecido por ley, la parte demandante, mediante 

escrito del 08 / agosto / 2000, al amparo del artículo 41° de la L.O. del 

Tribunal Constitucional aprobado por ley N°26435, interpone “recurso 

extraordinario de Casación” a la Sala Civil, cuestionando la resolución de 

vista y con fecha 07 / agosto / 2000, estando el escrito antes mencionado y 

atendiendo a lo dispuesto por el artículo 41, concordado con el numeral dos 

de la Cuarta Disposición Transitoria de la L.O. del T.C. N°26435, concede el 

Recurso Extraordinario que con el nombre de Recurso de Casación se 

interpone, y en consecuencia, dispone que se eleven los autos al Tribunal 

Constitucional. 

 

 

10.-SENTENCIA DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL 
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El 21 / diciembre /  2000, el Tribunal Constitucional, pronuncia sentencia 

respecto al Recurso Extraordinario interpuesto por Mariabel Alina Carranza 

Rodríguez, contra la sentencia de la Sala, del 04 / julio / 2000, que declaró 

Improcedente la Acción de Amparo. 

 

De la demanda se desprende que el propósito de ésta es que se declare 

inaplicable la RR N°502-96-VIIR.PNP/EMRI-OR y la RM N°0914-97-IN/PNP, y 

por tanto, se disponga su reincorporación a la condición de actividad, el 

abono de sus haberes y demás beneficios sociales que no ha recibido. 

 

Que, el amparo en nuestro orden jurídico no es  residual, excepcional o 

extraordinario y por tanto no impone al afectado en sus derechos 

constitucionales que tenga que agotar las vías judiciales ordinarias. Por el 

contrario, el que el numeral 6° inciso 3), de la Ley N°23506, haya establecido 

que el demandante lesionado en su derecho constitucional pueda optar 

entre acudir a la vía judicial ordinaria o, facultativamente, a la justicia 

constitucional, conlleva a determinar que el amparo no es sino un proceso 

alternativo cuyos límites se derivan de la propia estructura del proceso (en 

el que no existe estación probatoria, y por tanto, el acto lesivo debe ser 

manifiesto). 

 

Tampoco es cierto lo afirmado por la sentencia recurrida, al señalar que en 

este  proceso no puede revisarse el contenido de los actos que los 

órganos de la administración puedan dictar, ya que una de las garantías                                                                                                                                                                      

clásicas del derecho es precisamente la revisión judicial de las decisiones 

administrativas. 

 

En el caso concreto y no obstante que la actuación administrativo 

disciplinario se encuentra sujeto al procedimiento legal establecido, no es 

ése el punto que se discute, sino concretamente el resultante de la 

razonabilidad del correctivo administrativo disciplinario aplicado a la   

 

demandante, cuyo cambio de situación policial se debió a que  

supuestamente tuvo relaciones extramatrimoniales con un miembro de la 

misma institución y que esa conducta pone en riesgo el prestigio 

institucional, evidencia sus escasos valores morales y configura graves faltas 

que contravienen las leyes y reglamentos de la PNP16 
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Para este Tribunal Constitucional resulta carente de racionalidad sostener 

que las relaciones extramatrimoniales puedan afectar el prestigio 

institucional o constituyan una falta de respeto a la institución, lo cierto que 

no es el caso de la demandante y se desprende de las pruebas aportadas en 

el procedimiento administrativo y que obran en autos, donde en todo 

momento ha negado que las relaciones mantenidas con Juan Emeterio  Ari 

Mendoza hayan sido producto de su libre voluntad, siendo más bien 

consecuencia de una violación de su derecho de libertad sexual. 

 

 

 

Por tanto, aunque la instancia administrativa  sostiene que no se ha 

vulnerado el derecho  al debido proceso17 de la accionante, tal aseveración 

no es precisa, ya que la violación al debido proceso no solo se da cuando se 

transgrede el procedimiento formal, sino cuando la potestad sancionadora 

no advierte razonablemente un  criterio de equidad a través de los 

principios de razonabilidad y proporcionalidad18. 

 

 

 

____________ 
16    Numeral 168° de la Carta Magna del Perú. 

17    Ver, expediente N°4080-2004-AC/TC. Ica. De fecha 28/01/2005. CASO: Mario Fernando Ramos Hostia. 

18     último ítem del numeral 200° de la Carta Magna del Perú. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Entre las presuntas infracciones que causaron el procedimiento 

sancionador contra la accionante y los sucesos acaecidos, no existe una 



27 
 

conexión objetiva sino una evidente distorsión de los hechos. Y es que una 

cosa es que se mantengan relaciones extramatrimoniales por propia 

voluntad y otra muy distinta es que tales relaciones hayan sido    producto 

de la afectación de la libertad de uno de ellos, donde la supuesta infracción 

no sólo  no es imputable a la demandante, sino que incluso se practicó 

contra su voluntad. El prestigio de una institución no se encuentra por 

encima de los derechos fundamentales de sus integrantes, sino más bien se 

confirma cuando los respeta y sanciona ejemplarmente a quienes lo 

transgreden. 

 

 

 

Que el pago es la compensación por la labor objetivamente realizada, lo que 

no ha ocurrido en el caso de autos19. 

 

 

FALLO: 

REVOCANDO  la recurrida que, confirmando la apelada, declaró 

improcedente la demanda; y, reformándola, declara FUNDADA la acción de 

amparo; por tanto, dispone que doña Mariabel Alina Carranza Rodríguez 

sea repuesta a la situación de actividad de la Sanidad de la PNP., en el 

mismo cargo que ostentaba. Notifíquese. 

 

 

________________ 

19   Ver, Expediente N°1214-2001-AA/TC. El Santa. De fecha 10/09/2002. Caso: David Rubén Méndez Castillo. 

 

 

 

 

                         11.-FOTOCOPIA DE LA SENTENCIA DEL 1.er JCTEDP-CSJL. 

 Foja 70 a 73 
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12.-FOTOCOPIA DE LA SENTENCIA DE LA SCTEDPL. 

 Foja 74 

13.-FOTOCOPIA DE LA SENTENCIA DEL T.C. 

    Foja 75 a 78 

 

14.- JURISPRUDENCIA 

 

 

 

 

  Es procedente la demanda de amparo contra lo dispuesto en 

la tramitación de un proceso judicial irregular o cuando se 

atenta contra la tutela procesal efectiva, esto en atención al 

Código Procesal Constitucional y que implica el debido 

proceso y el acceso a la justicia; empero el proceso 

constitucional de amparo tiene como objeto la protección de 

los derechos fundamentales, mas no es una instancia revisora 

de lo decidido por los jueces ordinarios; en el caso de autos la 

accionante intenta que se expida un nuevo pronunciamiento 

sobre los acontecimientos que fueron materia de la 

instrucción penal resuelta; dicha pretensión no se condice con 

la finalidad del amparo (SALA DE DERECHO CONSTITUCIONAL Y 

SOCIAL PERMANENTE, PROCESO DE AMPARO Nº 2866-2008 PUNO, 08-

04-2009) 

 

 

 

PRIMACÍA DE LA REALIDAD20 

 

 “La relación contractual entre las partes, iniciada como un 

contrato de servicios no personales y renovados bajo la 
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modalidad de contrato de trabajo, determina que la relación 

contractual primigenia se haya desnaturalizado en una 

relación laboral indeterminada. Por lo tanto, estimando en 

mérito a la primacía de la realidad que el actor ha laborado 

durante tres años en forma ininterrumpida, en plaza 

presupuestada y con labores de forma permanente, 

obteniendo protección frente al despido arbitrario, pues en el 

régimen público conforme a la Ley N° 24041 y el Decreto 

Legislativo N° 276 se ha superado el plazo de un año y en el 

régimen privado del T.U.O. del D.L. N° 728 se ha superado el 

periodo de prueba; la forma que ha empleado Provías para 

poner fin a la relación evidenciaba un acto irregular, ilegal y 

arbitrario”. (CAS. Nº 2871-2008, 08/04/2009) 

 

 “César Augusto Ostolaza Nano contra el Estado Peruano, se 

declaró fundado el amparo incoado en un proceso 

contencioso administrativo que privó al demandante de su 

pensión. El amparo denunció la violación al principio de cosa 

juzgada, criterio que el TC recogió, corrigiendo la injusta 

privación que había afectado al accionante”. (Expediente No. 

04793-2007-PA/TC, 09/01/2008)  

 

_____________ 

20     PLÁ RODRÍGUEZ, Américo. Los principios del Derecho del Trabajo, 3ra Edición De Palma Buenos Aires 1998, p.14 

 

 

 

 

 

 

 “Benedicto Berty Vera Sullayme contra una resolución dictada 

por la Corte Suprema  al haberse pronunciado una Sala 

incompetente (el caso debió ser resuelto por la Sala 
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Constitucional y Social y no por la Sala Civil). Así, se acogió la 

tesis que la participación de un juez incompetente viola el 

principio del juez natural”. (Expediente N°00813-2011-PA/TC, 

05/07/2011) 

 

   “La STC N°02383-2013-PA/TC   del 12/05/2015, ha establecido 

como precedente vinculante que la vía ordinaria será 

“igualmente satisfactoria” a la vía del proceso constitucional 

de amparo, si de manera copulativa, en un caso concreto, se 

demuestra el cumplimiento de: a) Que la forma del proceso es 

adecuado para la protección del derecho; b) Que la 

disposición resultante ordene tutela adecuada; c) Que no 

existe peligro de irreparabilidad; y d) Que no existe desamparo 

de una protección inminente por la relevancia del derecho de 

la gravedad de las consecuencias”. 

 

  Todas las instancias punitivas del Estado, sea en procesos 

judiciales o procedimientos administrativos sancionadores, 

deben observar el numeral 3) del apartado 139° de la Carta 

Magna del Perú en cuanto consagra  la “observancia al debido 

proceso” y la “tutela jurisdiccional”. Conforme se aprecia de la 

sentencia del 30 / noviembre / 2005, recaída en el proceso de 

amparo tramitado con Expediente N° 08092-2005-PA/TC, en 

la cual el máximo intérprete constitucional manifestó lo 

siguiente: 

 

 

“4. Este Tribunal en repetida jurisprudencia coincidente con 

sentencias de la CIDH–con relación al debido proceso y del 

artículo 8º de la CADH21- ha considerado que el inciso 3) del 

numeral 139° de la Constitución establece que: la observancia 

del debido proceso y la tutela jurisdiccional, son principios y 

derechos de la función judicial  y que esta disposición 
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constitucional alcanza a los procedimientos judiciales y se 

extiende a los procedimientos administrativos 

sancionatorios.  [Expediente Nº2050-2002-AA/TC  FJ 

12,16/04/2003].” 

 

 

 

15.- DOCTRINA 

 

ORIGEN. 

 

El Amparo nace en México. Fueron sus creadores Manuel Crescencio Rejón 

y Mariano Otero. El primero lo incorporó en la Constitución del Estado de 

Yucatán de 1841 y el segundo en el Acta de Reformas expedida en 1847. 

Luego los constituyentes de 1856 lo consagraron definitivamente en la 

Constitución Federal de México de 18 de febrero de 1857 

 

____________ 

21   Artículo N°8.-Garantías Judiciales.-Convención Americana  sobre Derechos Humanos.-Suscrita en San José de       

Costa Rica, el 22/11/1969, en la Conferencia Especializada Interamericana sobre Derechos Humanos. 

 

 

EVOLUCIÓN. 

Si se trata de remontarse en el tiempo podría decirse que el amparo tiene  

antecedentes lejanos en la colonia. Se trata de los llamados "reales 

amparos", provenientes de los interdictos posesorios de Castilla y Aragón. 

Están comprendidos entre las Leyes de Indias como instrumentos 
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procesales de naturaleza interdictal vinculados a la protección de la 

posesión y la propiedad privada. 

 

En su Diccionario de la Legislación Peruana, Francisco García Calderón tiene 

incluido el vocablo amparo de posesión, con el cual se refiere al interdicto. 

Desde esta perspectiva, se puede hablar de un amparo colonial peruano, 

que puede ser un antecedente de nuestro amparo, aunque es justo señalar 

que los orígenes de nuestro proceso constitucional son más recientes. 

En el plano legislativo, el amparo en el Perú está unido al hábeas corpus. El 

estado cronológico es como sigue. 

 

En 1916 el Congreso aprobó la ley N° 2223 en cuyo artículo 7° se amplió el 

ámbito protector del hábeas corpus hacia los derechos comprendidos en el 

Título IV de la Constitución de 1860, vigente en ese entonces. Literalmente, 

el artículo 7° de esta Ley establecía: 

 

"Todas las garantías contenidas en el artículo IV de la Constitución del 

Estado, darán lugar a recursos destinados a amparar a los habitantes de la 

República que fueren amenazados en el goce de sus libertades o a hacer 

cesar las restricciones indebidas impuestas por cualquier autoridad. 

Son aplicables a estos recursos las disposiciones de la ley de Hábeas Corpus 

en cuanto a las autoridades que deben conocer de ellos, a las personas que 

puedan presentarlos y a las reglas de su tramitación". 

El ámbito de protección del hábeas corpus hacia otros derechos distintos a 

la libertad corpórea ejerció su influencia hasta la llegada de la Constitución 

de 1979. En otras palabras desde el año 1916, el amparo existió en nuestro 

país pero subsumido en la esfera del hábeas corpus. Incluso el célebre 

Anteproyecto de Constitución elaborada por la Comisión presidida por 

Manuel Vicente Villarán22 proponía: 
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"Todas las garantías otorgadas por la Constitución darán lugar al recurso de 

hábeas corpus, destinado a amparar a los habitantes de la República que 

fueren amenazados en el goce de sus libertades, o hacer cesar las 

restricciones indebidamente impuestas por cualquier autoridad." 

La Constitución de 1933 dispuso en su artículo 69° que "todos los derechos 

individuales y sociales reconocidos por la Constitución, dan lugar a la acción 

de hábeas corpus". Al igual que en México, pero a la inversa, el hábeas 

corpus ocupaba el puesto de un mega proceso protector de todos los 

derechos constitucionales. En otras palabras se trataba de un amparo con 

nombre de hábeas corpus. 

 El D.L. N° 17083 del 24 de octubre de 1968, estableció dos formas de 

tramitación. Una, ante los jueces penales para la protección de la libertad 

física, la inviolabilidad de domicilio y la libertad de tránsito; y otra, ante la 

Sala de Turno  Superior del Distrito Judicial, "en los demás casos decía el 

artículo 1° del referido decreto ley- en los que la Constitución autorice la 

acción de hábeas corpus". Es decir, para tutelar todos los otros derechos 

individuales y sociales, distintos a la libertad física, la inviolabilidad de 

domicilio y la libertad de tránsito. Habida cuenta, es éste el antecedente 

legislativo más cercano del amparo, de cara su consagración constitucional 

en el año de 1979. 

______________ 

       22    Manuel Vicente Villarán Godoy (n. Lima, 18 de octubre de 1873 – Lima, 21 de febrero de    1958) fue un jurista, 

catedrático universitario y político peruano. Ministro de Justicia, Culto e Instrucción (1908-1909), Decano del 

Colegio de Abogados de Lima (1914-1915), Senador de la República (1917-1918), Rector de la Universidad de 

San Marcos (1922-1924). 

 

 El Decreto Ley 20554 del 13 de marzo de 1974, instituyó un llamado recurso 

de amparo que tenía como objeto impugnar los decretos supremos que 

afectaban la propiedad agraria. Es un error equipararlo al proceso de acción 

popular, como sostiene un sector de la doctrina, pues ésta se interpone 

para impugnar con efectos erga omnes la ilegalidad o inconstitucionalidad 

de normas generales inferiores a la ley. El recurso de amparo que creaba 
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este decreto, se dirigía a atacar decretos supremos de expropiación que 

consistían en normas auto aplicativas. El artículo 10 del decreto ley 20554 

disponía: 

"Si un propietario estimare que no ha incurrido en causal de afectación o 

de declaración de abandono, podrá interponer recurso de amparo ante el 

Tribunal Agrario dentro del término de quince días computados a partir de 

la notificación del correspondiente decreto supremo de expropiación o de 

extinción de dominio, exponiendo los fundamentos de hecho y de derecho, 

sin cuyo requisito será denegado. La interposición del recurso será puesta 

en conocimiento del Poder Ejecutivo por intermedio de la Dirección General 

de Reforma Agraria y Asentamiento Rural, dentro de dos días de recibida. 

Mientras se resuelva el recurso de amparo, no se interpondrá la demanda 

de expropiación de las tierras afectadas. Los decretos supremos que no 

sean impugnados dentro del término señalado, causarán ejecutoria". 

Como no se trataba en verdad de un amparo en estricto sensu, sino de una 

suerte de proceso administrativo destinado a impugnar la expropiación de 

la propiedad agraria a través de un decreto supremo, la derogada ley N° 

23506, dispuso en su artículo 43° tratarlo con el nombre de Recurso de 

Exceso de Poder. "El instrumento procesal contemplado en el artículo 1° del 

Decreto Ley N° 20554, se denominará "Recurso de Exceso de Poder" y 

continuará tramitándose conforme lo establece dicho Decreto Ley. La 

nueva L.O. del P.J. contemplará la nueva denominación de este recurso". 

La Constitución de 1979 constitucionalizó el amparo y le otorgó carta de 

naturaleza. El articulo 295°de este Código Político señalaba en su segundo 

párrafo: "La acción de amparo cautela los demás derechos reconocidos por 

la Constitución que sean vulnerados o amenazados por cualquier autoridad, 

funcionario o persona". 

 

La ley N° 2350623 desarrolló su trámite. Posteriormente, el Congreso  

aprobó la Ley N° 25398 con el objeto de complementar algunos vacíos y 

deficiencias que se hicieron ostensibles en la praxis judicial. 
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La Constitución de 1993 conservó el amparo. Pero incorporó reformas que 

perfeccionaron su configuración actual. Dispuso su regulación por ley 

orgánica y declaró que su ejercicio no se suspende durante los estados de 

excepción, en cuyo caso el juez deberá evaluar la razonabilidad y 

proporcionalidad de los actos de ejecución contra derechos restringidos o 

suspendidos, sin que le competa pronunciarse sobre la oportunidad de la 

declaración del estado de emergencia o de sitio. 

 

La ley N° 2823724, que aprobó el Cod.Proc.Const., “regula actualmente los 

procesos constitucionales de hábeas corpus, amparo, hábeas data, 

cumplimiento, inconstitucionalidad, acción popular y los conflictos de 

competencia, previstos en los artículos 200° y 202° inciso 3) de la 

Constitución”. 

 

_______________ 

23   La ley 23506, Ley de Habeas Corpus y Amparo fue publicado el 8 de diciembre de 1982 

      24    Artículo 1° de la Ley N°28237, del 07/05/2004  “El  Peruano” del lunes 31 de mayo del 2004.  

 

 

 

CRITERIOS SOBRE EL PROCESO DE ACCION DE AMPARO 

 

 Residualidad (de la Acción de Amparo): Calificamos una acción de 

residual cuando se está obligado a agotar todas las demás vías o 

mecanismos establecidos en el ordenamiento jurídico para poder 

recurrir a ella en busca de una finalidad. Ello “supone el agotamiento 

o ejercicio previo y necesario de todos los recursos que la ley que rige 

el acto reclamado establece para atacarlo, bien sea modificándolo, 

confirmándolo o revocándolo, de tal suerte que, existiendo dicho 
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medio ordinario de impugnación, sin que lo interponga el quejoso, el 

amparo es improcedente”. (BURGOA, Ignacio. “El juicio de amparo”. 

40°ed., Porrúa, México, 2004, p. 283. En: ABAD, Samuel. “Amparo y 

residualidad: Los cambios introducidos y su desarrollo 

jurisprudencial”.) 

 

 El carácter residual supone, como el Código Procesal Constitucional 

peruano ha establecido, una suerte de “segundo filtro” en la 

admisión y procedencia de la Acción de Amparo y que no existan 

otras vías procesales o procedimentales que resulten igualmente 

satisfactorias para la adecuada protección del derecho. (EGUIGUREN, 

Francisco. “El amparo como proceso «residual» en el Código Procesal 

Constitucional peruano: una opción riesgosa pero indispensable”. En: 

Pensamiento Constitucional. Vol. 12. N°12, 2007, p. 234.) 

 

 Algunas definiciones sobre el amparo: un mecanismo de protección 

de la Constitución y de los derechos y garantías que ella integra, por 

tanto, un mecanismo de control de constitucionalidad frente al 

accionar del poder público, y a la vez una forma de tutela de la Ley 

Suprema (Burgoa Orihuela, 1943, reimp. 2012); una institución que 

está asociada a la tutela de los Derechos Fundamentales (Fix-

Zamudio, 1992) 

 

 

 “La razón se encuentra, en primer lugar, en que la procedencia viene 

concluida desde la misma norma constitucional. Si admitimos como 

posible, que lo es, que los jueces constitucionales que tramitan y 

resuelven procesos constitucionales (como el amparo) se encuentran 

en la posibilidad real de vulnerar el contenido constitucional de 

derechos fundamental; y si además advertimos que la norma 

constitucional ha establecido que los procesos constitucionales 

(como el amparo) protegen el contenido constitucionalmente 
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protegido de los derechos fundamentales; entonces, la respuesta no 

puede ser otra que contra la resolución que emite el juez 

constitucional en un proceso constitucional y con la cual se vulnera 

el contenido de un derecho fundamental, procede interponer una 

demanda constitucional, por ejemplo, de amparo”. (CASTILLO 

CÓRDOVA, Luís, Hábeas corpus, amparo y hábeas data. Un estudio 

esencialmente jurisprudencial, Ara editores, Lima 2004, p.111) 

 

  

 Y la razón se encuentra también en el hecho de que sostener su 

improcedencia del llamado “amparo contra amparo”, sería tanto 

como admitir que el juez constitucional no se encuentra en posición 

de vulnerar derecho constitucional alguno, lo cual sería un imposible: 

“pretender la infabilidad del juez sería tanto como pretender la 

infabilidad humana, lo que ciertamente es un imposible” (CASTILLO 

CÓRDOVA, Luís, Comentarios al CPC., p 335.) 

 

 

16.- SÍNTESIS ANALÍTICA DEL TRÁMITE PROCESAL. 

 

Ejerciendo su derecho de acción, con fecha 23 de agosto de 1999, doña 

Mariabel Alina Carranza Rodríguez, presenta Demanda de Acción de 

Amparo contra el MININTER, a efectos  que el 1.er JCTEDP-CSJL., declare 

Inaplicable la R.R.N°502-96-VIIR-PNP-EM-RI-OR, del  26/octubre/1996, que 

dispuso su pase a disponibilidad, así como la R.M. N°0914-97-IN/PNP, del  

23/octubre/1997, con  la que se confirma la primera de las nombradas, 

solicitando se declare fundada su demanda por haberse violado las 

garantías de un debido proceso y la presunción de inocencia25, 

ordenándose su reincorporación y el abono  de sus haberes y demás 

beneficios que ha dejado de recibir desde su injusto despido ocurrido el 26 

de octubre de 1996. 

El Procurador Público de la PNP, absuelve el traslado, solicita que la 

demanda sea declarada improcedente, presenta como medio de defensa 

las excepciones de caducidad y de falta de agotamiento de la vía 
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administrativa26 y responde la demanda negándola y contradiciéndola en 

todos sus extremos27; señala que la accionante fue sometida a un proceso 

administrativo disciplinario, donde ha tenido la ocasión de ejercitar su 

legítimo  derecho de defensa,  pasando a la condición de disponibilidad por 

sanción disciplinaria con R.R. N°502-96-VIIR-PNP/EM-RI-OR, del  26 / 

octubre /1996, y si bien adicionalmente fue absuelta por el ilícito penal que 

se le imputó, dicha decisión no enerva el proceso administrativo 

disciplinario, donde se llegó a establecer que la accionante cometió el delito 

de Abandono de servicio, desobediencia y faltas contra el espíritu militar. 

El A quo indica que la demandante contiene los requisitos de procedibilidad 

de la acción, ya que agotó la vía previa exigida en el numeral 27° de la Ley 

2350628, pues contra la R. R. N°502-96-VIIR-PNP/EM-RI-OR, del  26 /octubre 

/1996, interpuso recurso de apelación, siendo declarado infundado 

mediante R. M. N°0914-97-IN/PNP,  del 23 /octubre/1997, deviniendo en 

desestimable la excepción deducida en ese sentido. 

 

25     Ver, expediente N°4080-2004-AC/TC. Ica. De fecha 28/01/2005. CASO: Mario Fernando Ramos Hostia. 

26      Inciso 11) y 5) del numeral 446° del CPC. 

27      Artículo 442 del CPC. 

28      Numeral 27° de la Ley 23506.-“Sólo procede la Acción de Amparo cuando se hayan agotado las vías previas. 

La demanda tampoco adolece de Caducidad toda vez que la accionante fue 

notificada con la Resolución que pone término a la vía administrativa el 25 

de junio de 1999, hasta el 23 de agosto de ese año que interpuso su 

demanda, no han transcurrido los 60 días hábiles que contrae el artículo 37 

de la Ley 23506, debiendo también declararse la improcedencia de este 

medio de defensa. 

 

Sobre el fondo del asunto se determina que la sanción administrativa 

impuesta a la accionante ha sido aplicada en virtud a la potestad 

sancionadora de la administración y sujeta al procedimiento legal 

establecido, por tanto la actuación administrativa  no puede ser calificada 

de injusta y/o ilegal. 
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La vía  constitucional no es la apropiada para alcanzar el derecho que 

invocada, pues implica analizar sobre  la causal de su cambio de situación 

policial dentro de un proceso que por su naturaleza excepcional y 

sumarísima carece de estación probatoria.29 

 

En la sentencia, el 1.er JCTEDP-CSJL.,  declaró Infundada las excepciones de 

Falta de agotamiento de la vía previa y de Caducidad e Improcedente la 

Demanda. 

 

______________ 

29 Artículo 13° de la Ley N°25398.-Ley que complementa las disposiciones de la Ley N°23506 en materia de Hábeas 

Corpus y de Amparo.-“En las acciones de garantía no existe etapa probatoria, lo que no impide la presentación 

de prueba instrumental o la actuación de las diligencias que el juez considere necesario realizar sin dilatar los 

términos,  no requiriéndose notificar previamente a las partes sobre la realización de las diligencias. 

Las excepciones sólo podrán deducirse en la Acción de Amparo y como medio de defensa. 

De ellas no se correrá traslado y se resolverán en la resolución que ponga fin a la instancia. 

 

La demandante el 01/ diciembre /1999, presenta recurso de apelación ante 

el Juez del 1.er JCTEDP-CSJL., sustentando la naturaleza del agravio  en 

razón que si bien es cierto que las Resoluciones cuestionadas han sido 

dictadas por una autoridad competente también es verdad que se han 

expedido violándose la garantía constitucional a un debido proceso, la 

presunción de inocencia, derecho de defensa30 y la estabilidad de trabajo, 

contemplados en los artículos 2° inciso 2) y 3); artículo 40 y 139 inciso 13) y 

14) de la Ley Fundamental y los alcances de la Ley 23506. 

Mediante Resolución N°7, del 9/ diciembre / 1999, atendiendo a que el 

medio impugnatorio reúne los presupuestos que prevé el numeral 366° y 

371° del CPC y el numeral 33° de la Ley N° 2350631, se concede con efecto 

suspensivo la apelación interpuesta. 

Los autos son elevados a la Instancia Superior, mediante oficio del 10 de 

enero de 2000 y mediante Resolución N° uno, del 25 / enero / 2000, en 

concordancia con el numeral 34° de la Ley 23506, ordena que las partes 
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dentro del término de ley, expresen agravios y que se remitan los autos al 

M.P. para los efectos del dictamen correspondiente. 

El 14 / febrero / 2000, la parte demandada, expresa agravios señalando que 

el recurso de apelación carece de sustento y que las resoluciones 

cuestionadas por la demandante han sido  dictadas de conformidad a la 

Constitución, Leyes y reglamentos de la PNP y al no estar incursa en ninguna 

de las causales de nulidad previstas en el numeral 43° del D.S. N°02-94-

JUS32, tienen plena eficacia y en consecuencia la presente demanda debe 

ser declarada improcedente o en su defecto infundada.   _______________ 

30     Ver, expediente N°4080-2004-AC/TC. Ica. De fecha 28/01/2005. CASO: Mario Fernando Ramos Hostia. 

31      La ley 23506, Ley de Habeas Corpus y Amparo fue publicado el 8 de diciembre de 1982. 

   32       Artículo 43° del D.S.N°02-94-jus.-T.U.O. de la Ley de Normas Generales de Procedimientos Administrativos.-

“Son nulos de pleno derecho los actos administrativos: 

a) Dictados por órgano incompetente. 

           b) Contrarios a la Constitución y a las leyes y los que contengan un imposible jurídico. 

              c) Dictados prescindiendo de las normas esenciales del procedimiento, y de la forma prescrita por la ley. 

 

        

Mediante Dictamen del 02 de mayo del 2000, la Segunda Fiscalía Superior 

Civil de Lima, opina que se revoque la sentencia apelada, reformándola se 

declare Fundada la demanda y se confirme los demás extremos de la 

misma; en lo que respecta a las excepciones deducidas, estas resultan 

infundadas. 

 

 Mediante Resolución del 4 / julio / 2000, la SCTEDPL confirmó la sentencia 

apelada que declaró Improcedente la demanda del  29/octubre/1999, por 

considerar que el amparo por su naturaleza sumaria y residual y que la 

accionante pretende que se revise el resultado de  trámites administrativos, 

sin demostrar existencia de afectación de garantías, que en el caso 

corresponde a un debido proceso; aspecto que en todo caso corresponde 

ser debatido en vía y sede diferentes. 
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Dentro del plazo establecido por ley, la demandante al amparo del artículo 

41 de la L.O del TC., presenta “Recurso extraordinario  de Casación”, 

cuestionando la resolución de vista; el 07 / agosto / 2000, se concede el 

Recurso extraordinario que con el nombre de “Recurso de casación” se 

interpone, y en consecuencia, dispone se eleven los autos al Tribunal 

Constitucional. 

 

       

El 21 de diciembre del 2000, el Tribunal Constitucional pronuncia sentencia 

respecto al Recurso Extraordinario interpuesto por la demandante, contra 

la sentencia de vista, del  04 / julio / 2000, que declaró Improcedente la 

Acción de Amparo y Falla Revocando la recurrida que confirmando la 

apelada, declaró improcedente la demanda; y, reformándola, declara 

Fundada la Acción de Amparo;  ordena, que doña Mariabel Alina Carranza 

Rodríguez sea respuesta a la condición de actividad de la Sanidad de la PNP, 

en el mismo cargo que ostentaba. 

 

 

17.- OPINIÓN ANALÍTICA DEL TRATAMIENTO DEL ASUNTO SUB MATERIA 

DEL PROCESO. 

 

Con fecha 23 de agosto de 1999, Mariabel Alina Carranza Rodríguez, 

presenta demanda de Acción de Amparo contra el MININTER, a efectos que 

el 1.er JCTEDP-CSJL.,  declare inaplicable la R. R. N°502-96- VIIR – PNP – EM 

– RI – OR, del 26 /octubre/1996, que dispuso su pase a la condición de 

disponibilidad, así como la R.M. N°0914-97– IN/PNP, del  23/octubre/ 1997, 

con la que se confirma la primera de las nombradas, solicitando se declare 

fundada su demanda por haberse violado las garantías de un debido 

proceso y la presunción de inocencia33, ordenándose su reposición a la 

situación de actividad como miembro de la Sanidad de la PNP, el abono de 

sus haberes y demás beneficios que ha dejado de recibir desde su injusto 

despido ocurrido el 26 de octubre de 1996. 
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La demandante indica que el 10 de setiembre de 1996, denuncio ante el 

Ministerio Público, a Juan Emeterio Ari Mendoza, su jefe inmediato 

superior, por delito contra la libertad sexual, aperturándose Proceso penal 

con mandato de detención. 

 

Por dichos hechos fue sometida a un proceso administrativo disciplinario y 

mediante R.R. N°502-96-VIIR.PNP/EMRI-OR, del 26/octubre/1996, fue 

pasada a la condición de disponibilidad y  se le apertura proceso penal en 

la II Zona Judicial, Segunda Sala de la PNP, por delito de función (contra el 

Honor y otros), el mismo que fue derivado al Cuarto Juzgado de la II Zona 

judicial de la PNP. 

En ambas instancias fue absuelta de los cargos imputados y aun cuando 

presento su recurso de apelación contra la R.R.N°502-96-VIIR.PNP/EMRI-

OR, ésta fue confirmada por la R.M.N°0914-97-IN/PNP, de fecha 23 de 

octubre de 1997, que  fue notificada el 25 de junio de 1999. 

____________ 

33   Ver, expediente N°4080-2004-AC/TC. Ica. De fecha 28/01/2005. CASO: Mario Fernando Ramos Hostia. 

 

La parte demandada, solicita que la demanda se declare improcedente, 

presenta como medio de defensa las excepciones de Caducidad y  falta de 

agotamiento de la vía previa34 y que la accionante fue sancionada 

administrativamente por haber incurrido en faltas graves que afectan el 

honor, decoro, disciplina y prestigio de la PNP. 

 

El 29 / octubre / 1999, el Juez de Primera instancia  declaró infundada las 

excepciones deducidas e improcedente la demanda por considerar que la 

sanción administrativa fue expedida por autoridad competente en ejercicio 

de sus funciones legales. 

 

 La Sala Civil, confirmó la apelada sustentando que el amparo por su 

naturaleza residual, no es la instancia idónea para revisar decisiones 

administrativas que en “puridad pretende la actora”; aspecto que en todo 

caso corresponde ser debatido en vía y sede diferentes. 
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El A quo señala  equivocadamente que en este proceso constitucional no 

puede revisarse las decisiones administrativas, el Tribunal Constitucional 

considera   que una de las garantías del Estado Derecho es precisamente la 

revisión judicial de las decisiones administrativas. 

 

 En este caso se cuestiona la razonabilidad y proporcionalidad de la Sanción 

impuesta a la demandante que motivó su pase a  disponibilidad, por 

presuntamente haber mantenido relaciones extramatrimoniales con otro 

miembro de la misma institución, supuesta infracción que ha sido 

desvirtuada por los medios probatorios presentados por la accionante, es 

más, se practicó contra su voluntad, siendo más bien consecuencia de una 

violación de su derecho de libertad sexual. 

 

  ____________ 

  34     Inciso 11) y 5) del numeral 446° del CPC                

 

La segunda instancia realiza una interpretación errónea sobre el  amparo al 

señalar  que es un proceso residual, excepcional o extraordinario y que 

imponga como condición de la acción, que antes de acudir a esta vía, el 

afectado tenga que agotar la vía judicial ordinaria. Todo lo contrario, el que 

el inciso 3) del numeral 6° de la Ley 2350635, haya establecido que el 

demandante lesionado en su derecho constitucional pueda optar entre 

acudir a la vía judicial ordinaria o, facultativamente, a la justicia 

constitucional, lleva a afirmar que el amparo tiene un carácter alternativo y 

no residual. 

Lo que destaca el Tribunal Constitucional a mi juicio es como la decisión 

administrativa  carece del requisito de razonabilidad, es decir, la búsqueda 

de la solución justa de cada caso, y por el contrario es una decisión arbitraria 

falto de motivación objetiva e incongruente con la verdad a la luz de las 

pruebas objetivas y denota claramente la afectación del derecho al debido 

proceso, preceptuado en el inciso 3) del numeral 139° de la Carta Magna 

del Perú34. 
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Me encuentro de acuerdo con la decisión del TC que ampara la pretensión 

de la accionante declarando fundada la demanda de amparo;  ordena que 

doña Mariabel Alina Carranza Rodríguez sea repuesta a la condición de 

actividad de la Sanidad de la PNP, en el mismo cargo que ostentaba.                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                          

 

  ___________ 

35   Inciso 3) del numeral 6° de la ley 23506.-“No proceden las acciones de garantía: 

  1)  En caso de haber cesado la violación o la amenaza de violación de un derecho constitucional, a si la 

violación se ha convertido en irreparable; 

                  2)    Contra resolución judicial emanada de un procedimiento regular; y 

                  3)    Cuando el agraviado opta por recurrir a la vía judicial ordinaria.   

34  Inciso 3) del numeral 139° de la Carta Magna del Perú. 
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